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RESUMEN

Este ensayo analiza la aplicación de la excepción previa de prescripción prevista en el 

artículo 153 numeral 6 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP) y su incidencia en 

el derecho constitucional a la defensa, la tutela judicial efectiva y el debido proceso. El estudio 

toma como caso la causa No. 09201-2020-01290, relativa a una acción ordinaria de revocatoria 

de donación. El expediente permite identificar un punto jurídico decisivo: la primera y segunda 

instancia trataron como prescripción la regla del artículo 1446 del Código Civil, que establece 

que la acción revocatoria termina en cuatro años, mientras que la Corte Nacional de Justicia, al 

resolver el recurso de casación el 11 de julio de 2025, determinó que dicha disposición no 

regula la prescripción extintiva y que, para la acción ordinaria, resultaba aplicable el artículo 

2415 del Código Civil, con un plazo general de diez años. En consecuencia, la excepción 

previa del artículo 153 numeral 6 fue acogida sobre una premisa sustantiva que la Corte 

Nacional  consideró  jurídicamente  errónea.  Metodológicamente,  se  emplea  un  enfoque 

cualitativo,  jurídico-dogmático,  hermenéutico y documental,  mediante análisis  normativo, 

jurisprudencial, doctrinal y de expediente. Se concluye que la aplicación de una excepción 

previa  que  pone  fin  anticipado  al  proceso  exige  verificar  rigurosamente  el  presupuesto 

sustantivo que la sustenta y, cuando estén comprometidos derechos de personas en situación de 

vulnerabilidad,  realizar  una  interpretación  constitucionalmente  adecuada,  razonable  y 

proporcional.

Palabras  claves:  excepción  previa,  tutela  judicial  efectiva,  debido  proceso, 

supremacía constitucional, grupos de atención prioritaria.
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ABSTRACT

This  essay  analyzes  the  application  of  the  preliminary  objection  of  prescription 

established in article 153(6) of Ecuador’s General Organic Code of Procedures (COGEP) and 

its relationship with the constitutional rights to defense, effective judicial protection, and due 

process. The case study is Case No. 09201-2020-01290, concerning an ordinary action for 

revocation of a donation. The record reveals a decisive legal issue: the first- and second-

instance decisions treated article 1446 of the Civil Code, which provides that the revocatory 

action ends after four years, as a rule of extinctive prescription. In its judgment of July 11, 

2025,  the  National  Court  of  Justice  held  that  article  1446  does  not  regulate  extinctive 

prescription and that the general ten-year limitation period for ordinary actions under article 

2415 of the Civil Code was applicable. Therefore, the preliminary objection under article 

153(6) was upheld on a substantive premise that the National Court later considered legally 

erroneous. Methodologically, the study uses a qualitative, legal-dogmatic, hermeneutic, and 

documentary approach, based on normative, jurisprudential, doctrinal, and case-file analysis. It 

concludes that a preliminary objection capable of terminating proceedings requires rigorous 

verification  of  the  substantive  premise  supporting  it  and,  when  vulnerable  persons  are 

involved, a constitutionally adequate, reasonable, and proportionate interpretation.

Keywords:  preliminary  objection,  effective  judicial  protection,  due  process, 

constitutional supremacy, priority groups
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1. INTRODUCCIÓN

La tesis que orienta este trabajo sostiene que la aplicación de la excepción previa de 

prescripción  no  puede  reducirse  a  una  operación  formal  o  automática  cuando,  por  las 

circunstancias concretas del  proceso,  pueda comprometer el  acceso a la justicia,  la  tutela 

judicial efectiva y el derecho a la defensa. En consecuencia, el análisis de su procedencia debe 

integrar  las  reglas  procesales  con  los  principios  constitucionales  de  supremacía, 

proporcionalidad, razonabilidad y protección reforzada de las personas que se encuentren en 

situación de vulnerabilidad. Para demostrar esta tesis, el estudio examina el caso seleccionado, 

reconstruye  su  secuencia  procesal,  identifica  el  fundamento  jurídico de  la  prescripción y 

contrasta la decisión con los estándares constitucionales y jurisprudenciales aplicables.

En el Ecuador, en la Constitución de la República del Ecuador, (2008)  en adelante 

CRE, expresa el respeto a los derechos humanos y a los acuerdos internacionales de Derechos 

Humanos, del cual es suscrito, y es una Constitución garantista, que dispone en el capítulo 

tercero, Derechos de las Personas y Grupos de atención Prioritaria, en su artículo 35 atención a 

grupos  vulnerables,  prioriza  que  a  estas  personas  debe  darse  prioridad,  para  atender  sus 

necesidades   n  el  ámbito  público  y  privado,  en  el  capítulo  VIII,  sobre  los  Derechos  de 

protección, artículo 76 numeral 7 literal a) que manda, las garantías básicas del derecho al  

debido proceso, expresa ,  ninguna persona podrá ser privado del derecho a la defensa en 

ninguna etapa del proceso o grado del procedimiento.

De acuerdo con lo expresado en la Constitución del Ecuador (2008) en el artículo 425 

respecto al orden jerárquico de leyes, expresa que las normas inferiores deben enmarcarse a la 

norma suprema, y que en caso de conflicto entre dos normas los servidores públicos resolverán 

mediante la aplicación de la norma jerárquica superior. En consideración a lo manifestado, 
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dentro de nuestros procesos judiciales, se regula mediante el Código Orgánico General de 

Procesos (2015).

Por consiguiente, dispone el procedimiento a seguir y la aplicación en cada uno de ellos, 

con sus respectivas etapas, el tema concerniente a este ensayo busca expresar una discordia, 

entre el nexo que debe existir, tomando como referencia, del COGEP en el artículo 153 sobre 

excepciones previas, en su numeral 6, en el artículo 289 sobre la procedencia y artículo 294 

numeral 1 desarrollo, donde se las partes debe pronunciarse sobre las excepciones previas 

propuestas.

Es en esta etapa, es donde se cumple la finalidad de este ensayo, el momento donde se 

quebranta, y se vulneran derechos establecidos en la Constitución de la República del Ecuador, 

donde con solo esta expresión o concepto, se sigue o se da por terminado un proceso judicial, 

como es el procedimiento ordinario que en su artículo 2 sobre los  Principios rectores, expresa 

que se aplicarán los principios previstos en la Constitución (…), pero en la realidad, esto no se 

cumple, en el análisis del caso que práctico en este ensayo, se podrá demostrar que al aplicarse 

los artículos expresados del COGEP (2015), limitan el derecho a la defensa establecido en la 

norma Suprema, que expresa la Tutela judicial efectiva, que debe ser respetada, por parte de los 

administradores de justicia, los señores.

El presente trabajo tiene como objetivo demostrar la falta de coherencia constitucional, 

entre una norma de inferior jerarquía, como el COGEP y la Constitución de la República del 

Ecuador, que en el desarrollo de procesos judiciales, como el concerniente a tema de Familia,  

Niñez, Adolescencia, y derechos de propiedad, se vulnera el derecho a la atención prioritaria, de 

personas adultos mayores, así como de personas con discapacidad, la garantía básica del debido 

proceso y derecho a la defensa, que vulnera la seguridad jurídica.
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Respecto al  contenido de este esfuerzo académico se fundamentará que la Norma 

Suprema, debe ser considerada en primer orden antes y durante todo proceso judicial, por el 

mismo orden jerárquico establecido en la misma constitución, para la atención prioritaria donde 

participen personas con características, vulnerables, así como personas adultas mayor. Además, 

que los juzgadores, de primer y segundo nivel, deben tener el debido análisis, justamente por el 

principio  de  IURA NOVIT CURIA,  y  de  ser  un  caso  alguna  duda,  realizar  la  consulta 

respectiva  al  superior,  antes  de  tomar  alguna  decisión  que  afecte  y  vulnere  derechos 

establecidos,  para  personas  de  atención  prioritaria,  terminando  por  sentencia  un  proceso 

judicial.

Finalmente, las normas establecidas como el COGEP, y los procedimientos, deben estar 

contextualizada con la norma Suprema, la Constitución, así como los juzgadores deben valorar 

este concepto, de Supremacía Constitucional, lo que amerita una revisión y reforma, a dichos 

artículos, que limitan el acceso a la tutela judicial efectiva, y su afectación con mayor incidencia 

de calidad agravante hacia personas adultas mayores, así como a personas vulnerables.

El presente trabajo de investigación se ha realizado aplicando un enfoque cualitativo 

jurídico doctrinal, tomando como base, el análisis de la norma, así como la jurisprudencial y la 

doctrinaria,  relacionadas con las excepciones previas y la prescripción dentro del  sistema 

procesal ecuatoriano. Para lo cual se realiza el estudio y referencia un caso judicial, para el 

debido análisis y examen, para determinar la relación existente entre la norma procesal y los 

derechos establecidos en la constitución de la República del Ecuador, como el derecho a la 

defensa, el del debido proceso y la tutela judicial efectiva.

2. DESARROLLO

El presente ensayo se desarrolla a partir del análisis de un proceso judicial ordinario en 

el cual se aplicó la excepción previa de prescripción prevista en el artículo 153 numeral 6 del 
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Código  Orgánico  General  de  Procesos  (COGEP),  en  concordancia  con  las  reglas  de 

sustanciación de las excepciones previas durante la audiencia preliminar, particularmente el 

artículo 294 numeral 1 y los efectos previstos en el artículo 295 numeral 1. El caso permite 

examinar si la terminación anticipada del proceso se sustentó en una correcta identificación del 

presupuesto sustantivo de la prescripción y si,  además, la decisión fue compatible con el 

derecho a la defensa y la tutela judicial efectiva reconocidos en la Constitución de la República 

del Ecuador.

En este contexto, corresponde recordar que los derechos consagrados en la Constitución 

deben ser garantizados y aplicados por los operadores de justicia conforme a su dimensión 

constitucional. De igual manera, los jueces tienen el deber de aplicar el principio iura novit 

curia, mediante el cual están facultados para interpretar y aplicar el derecho pertinente al caso 

concreto, aun cuando este no haya sido invocado expresamente por las partes.

El caso objeto de análisis corresponde al proceso ordinario de revocatoria de donación 

No. 09201-2020-01290, iniciado mediante sorteo el 6 de julio de 2020. La pretensión fue 

planteada por Julián Antonio Palacios Cevallos, quien al momento de iniciar la acción era una 

persona adulta  mayor  y  alegó circunstancias  de  salud que justificaban una consideración 

reforzada desde la perspectiva constitucional. El expediente evidencia que la primera actuación 

jurisdiccional no condujo inmediatamente a la sustanciación de fondo: el 15 de julio de 2020 se 

ordenó completar y aclarar la demanda y, posteriormente, el 28 de julio de 2020 se dispuso su 

archivo  por  no  haberse  cumplido  determinados  requisitos  formales.  Esta  decisión  fue 

impugnada y el recurso de apelación fue admitido el 25 de septiembre de 2020 con efecto 

suspensivo. El 5 de octubre de 2020 se ordenó remitir el expediente al superior.

La  etapa  de  apelación  produjo  una  decisión  favorable  al  actor  respecto  de  la 

continuación del proceso. En el expediente consta que la Sala Especializada de Familia, Mujer, 
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Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia del Guayas resolvió el recurso y 

dispuso que la causa continuara, siendo recibido el expediente en la unidad judicial de origen en 

febrero de 2021 y resorteado posteriormente. El 9 de marzo de 2021 la nueva juzgadora calificó 

y admitió la demanda a trámite por procedimiento ordinario, ordenando la citación de los 

demandados. Luego de las diligencias de citación y deprecatorio, se convocó a audiencia 

preliminar. La audiencia se instaló el 23 de junio de 2021, con comparecencia del actor y de la 

defensa técnica de los demandados.

Durante  la  audiencia  preliminar,  la  parte  demandada  formuló  expresamente  la 

excepción previa de prescripción con fundamento en el artículo 153 numeral 6 del COGEP. El 

debate sustantivo se centró en el artículo 1446 del Código Civil, que dispone que la acción 

revocatoria termina en cuatro años contados desde que el donante tuvo conocimiento del hecho 

ofensivo, y en el artículo 64 numeral 4 del COGEP, relativo a los efectos de la citación respecto 

de la interrupción de la prescripción. La parte actora sostuvo que el hecho ofensivo ocurrió el 6 

de julio de 2016 y que la demanda fue sorteada el 6 de julio de 2020. Sin embargo, la juzgadora 

consideró que la citación no había producido el efecto interruptivo dentro del término legal y 

aceptó la excepción previa. La decisión oral fue anunciada en la audiencia y formalizada 

mediante auto resolutivo de 6 de julio de 2021, en aplicación del artículo 295 numeral 1 del  

COGEP, declarando sin lugar la demanda y ordenando el archivo del proceso.

La parte actora interpuso recurso de apelación. La Sala Especializada de la Familia, 

Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia del Guayas 

emitió  sentencia  el  28  de  junio  de  2022,  manteniendo  la  decisión  de  primera  instancia. 

Posteriormente, el recurso de casación fue admitido mediante auto de 6 de enero de 2023 y 

sorteado el 17 de marzo de 2023. Tras varias convocatorias y suspensiones de la audiencia de  

fundamentación, la Corte Nacional de Justicia resolvió el recurso el 11 de julio de 2025. La Sala 
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aceptó el recurso de casación y casó la sentencia de segunda instancia, ordenando que la causa 

retornara  a  la  segunda instancia  y,  posteriormente,  al  juzgador  de  primer  nivel  para  que 

prosiguiera el trámite conforme al artículo 294 del COGEP, teniendo por resuelta y negada la 

excepción previa de prescripción en los términos de la sentencia de casación.

A partir de este caso, resulta necesario analizar críticamente la aplicación del artículo 

294  numeral  1  del  COGEP  respecto  de  las  excepciones  previas,  particularmente  la 

prescripción, debido a que en materias sensibles como familia, mujer, niñez y adolescencia 

podría configurarse una vulneración al derecho a la defensa y a la tutela judicial efectiva. En 

efecto, la aplicación rígida y formalista de esta figura procesal puede derivar en decisiones que 

desconozcan las condiciones de vulnerabilidad de las partes y los principios constitucionales de 

protección reforzada.

En este sentido, la Constitución de la República del Ecuador establece que todas las 

normas y actuaciones judiciales deben adecuarse a los principios y derechos constitucionales 

(Asamblea  Nacional  del  Ecuador,  2008).  Asimismo,  el  Código  Orgánico  de  la  Función 

Judicial impone a los jueces el deber de actuar conforme a la supremacía constitucional y 

garantizar el acceso efectivo a la justicia. Por ello, el presente análisis pretende contribuir a la 

reflexión  jurídica  sobre  la  necesidad  de  que  las  excepciones  previas,  especialmente  la 

prescripción, sean aplicadas de manera proporcional, razonable y compatible con los derechos 

fundamentales, evitando interpretaciones que puedan derivar en situaciones de indefensión o 

vulneración de garantías constitucionales.

(Borrero  Macías,  Bravo  Dueñas,  Pavón  Pérez,  & Zambrano  Franco,  2024) en  su 

artículo  titulado  “Examinando  las  excepciones  previas  del  Código  Orgánico  General  de 

Procesos: un análisis normativo”, publicado en la Revista Lex, tuvieron como objetivo analizar 

las excepciones previas previstas en el Código Orgánico General de Procesos (COGEP) y su 
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desarrollo jurisprudencial, particularmente en lo referente a las excepciones subsanables e 

insubsanables.  Para  alcanzar  dicho  propósito,  los  autores  emplearon  una  metodología 

dogmática con enfoque cualitativo, sustentada en la revisión normativa y jurisprudencial. 

En  este  sentido,  concluyen  que  las  excepciones  previas  constituyen  mecanismos 

esenciales de saneamiento procesal y protección del debido proceso, debido a que la correcta 

diferenciación entre excepciones subsanables e insubsanables evita la tramitación de procesos 

defectuosos  y  fortalece  la  seguridad  jurídica.  En  consecuencia,  este  estudio  aporta 

significativamente a la presente investigación, ya que vincula las excepciones previas con el 

derecho  de  contradicción  y  la  tutela  judicial  efectiva,  permitiendo  sostener  que  dichas 

excepciones constituyen una garantía procesal inherente al derecho a la defensa.

De manera complementaria, (Calahorrano Lucio & Terán Suárez, 2026), en el artículo 

denominado “La prescripción como excepción previa”, publicado en la Ciencia Latina Revista 

Científica  Multidisciplinar,  analizaron  la  prescripción  como  excepción  previa  dentro  del 

litisconsorcio pasivo, con la finalidad de determinar su correcta aplicación judicial. Para ello, 

desarrollaron una investigación cualitativa basada en los métodos dogmático y exegético, 

complementados con análisis jurisprudencial y doctrinario. Entre sus principales hallazgos, los 

autores determinaron que la prescripción produce efectos individuales y no colectivos dentro 

del litisconsorcio, razón por la cual su aplicación indebida puede afectar el acceso a la justicia y 

el derecho a la defensa de los codemandados.

 Desde esta perspectiva, el estudio constituye un antecedente directo para la presente 

investigación, puesto que fortalece la relación entre la prescripción, las excepciones previas y 

las garantías procesales. Asimismo, reafirma que las decisiones judiciales relacionadas con 

excepciones previas deben observar estrictamente los principios constitucionales de defensa y 

seguridad jurídica. No obstante, los autores reconocen como limitación que su análisis se 
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concentra principalmente en el ámbito procesal civil ecuatoriano, sin desarrollar ampliamente 

estándares internacionales de derechos humanos.

En la misma línea de análisis, (Landázuri Bravo & García Díaz, 2024), en su artículo 

“Excepciones previas previstas dentro del COGEP: necesidad de un diseño procesal para su 

sustanciación”, publicado en la Revista PUCE, abordaron la necesidad de establecer un diseño 

procesal adecuado para la sustanciación de las excepciones previas previstas en el COGEP. La 

investigación fue desarrollada mediante una metodología jurídica y documental, apoyada en el 

análisis jurisprudencial. Como resultado, los autores concluyeron que la ausencia de reglas 

claras respecto a la sustanciación de las excepciones previas genera arbitrariedad judicial y 

posibles vulneraciones al debido proceso. 

Por tanto, este estudio fortalece el argumento central de la presente investigación, en 

cuanto sostiene que las excepciones previas constituyen instrumentos procesales destinados a 

garantizar el derecho a la defensa y el principio de seguridad jurídica. Sin embargo, una de las 

principales limitaciones identificadas radica en que el análisis se restringe exclusivamente al 

sistema procesal ecuatoriano, sin incorporar un estudio comparado con otros ordenamientos 

jurídicos latinoamericanos o europeos.

2.1 Aplicación, del Constitucionalismo Contemporáneo y el Garantismo 

Jurídico

El presente trabajo de investigación toma como referencia, y se sustenta en la teoría del 

constitucionalismo contemporáneo, así como también la teoría garantista, estas dos teorías 

doctrinarias,  han  permitido  analizar  la  relación  entre  las  normas  procesales,  así  como la 

protección de  los  derechos  fundamentales,  dentro  del  marco del  estado constitucional  de 

derechos y justicia.
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Los cambios de los conceptos doctrinarios, así como la evolución de los Estados y las 

leyes, permiten el surgimiento del constitucionalismo contemporáneo, ya que en el antiguo 

Estado legal de derecho, fue considerada la principal fuente o base jurídica, y permitían que los 

juzgadores,  actúen  como  simples  aplicadores  de  las  normas  establecidas  en  las  leyes 

secundarias disponibles, esta evolución del derecho constitucional moderno, así como de los 

sistemas internacionales de la protección de derechos humanos, es en este punto, donde la 

Constitución pasa a situarse en el centro del ordenamiento jurídico, con una aplicación a la 

norma, de forma directa y obligatoria.

Es así como autores doctrinarios, como Luigi Ferrajoli,  Ronald Dworkin y Robert 

Alexy, expresan y sostienen, que el derecho, no debe solo aplicarse como algo formal, la ley, al 

contrario, debe estar orientado a la debida protección material de los derechos fundamentales 

establecidos  en  la  norma.  Es  en  este  punto,  donde  los  principios  constitucionales,  se 

transforman y adquieren una fuerza normativa, superior, que lo hace prevalecer sobre otras 

interpretaciones de tipo formal, como se aplica a las normas legales.

Para  Ferrajoli  (2001) la  función  principal  del  Estado  constitucional  consiste  en 

garantizar  la  protección  efectiva  de  los  derechos  fundamentales  mediante  un  sistema  de 

garantías jurídicas. Lo que se puede comprender, en que el Estado constitucional, tiene como 

objetivo limitar el ejercicio y poder arbitrario, utilizando para esto un sistema de garantías 

orientado a precautelar los derechos fundamentales de las personas. A partir de este exponente 

teórico, expresa que los jueces, no son únicamente meros operadores legales, sino que se 

convierten y garantes de la supremacía constitucional y de la tutela efectiva de los derechos 

humanos establecidos y reconocidos por el estado y tratados internacionales.

Ronald Dworkin, (1984), quién sostiene que los derechos fundamentales operan como 

límites  frente  al  poder  estatal  y  deben  prevalecer  frente  a  decisiones  sustentadas 
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exclusivamente  en  criterios  utilitaristas.  Por  consiguiente,  sostiene  que  los  derechos 

fundamentales  operan  como  límites  frente  al  poder  estatal  y  deben  prevalecer  frente  a 

decisiones sustentadas exclusivamente en criterios utilitaristas, expresa además la teoría de los 

principios jurídicos,  marcando que los  derechos fundamentales,  deben ser  considerados e 

interpretados como “cartas de triunfo”, ante el poder estatal, para lo cual los jueces deben 

resolver  todos  los  conflictos  jurídicos,  aplicando  los  principios  constitucionales,  y  no  la 

aplicación de reglas formales. 

 (Alexy, 2007) afirma que los principios constitucionales constituyen mandatos de 

optimización que requieren ser ponderados según las circunstancias concretas de cada caso. En 

Ecuador, con la aprobación de la nueva Constitución de la República del Ecuador, del año 2008, 

se adhiere al nuevo modelo de un Estado Constitucional de derechos y de justicia, donde 

establece dentro de ella, la supremacía constitucional, lo que permite y obliga a la aplicación 

directa de los derechos fundamentales, así como la obligación que las normas se interpreten de 

acuerdo con la  Constitución y  con apegada a  los  instrumentos  internacional  de  derechos 

humanos del cual forma parte.

Es de esta forma que esta investigación se encuadra con estas teorías, debido a que, en 

su análisis, es factible observar la contradicción de normas, como la ubicadas dentro del Código 

Orgánico General de Procesos y los derechos establecidos en la constitución, entre ellos acceso 

al debido proceso, la tutela judicial efectiva y el derecho a la defensa. Estas doctrinas, expresan 

su criterio, que las excepciones previas, no pueden aplicarse de una manera estricta, formal, 

cuando esto esté implícito el acceso efectivo a la justicia, con especial consideración hacia los 

grupos de atención prioritarias, adultos mayores y personas con discapacidades.

Resultado de esta investigación, es expresar una postura garantista y constitucional, 

expresando  y  fundamentando,  que  las  normas  procesales  deben  interpretarse  de  forma 
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compatible con la constitución y enmarcado en la supremacía constitucional y su protección 

importantísima de los derechos fundamentales.

2.2 Aplicación de la teoría del debido proceso y tutela judicial efectiva

Una de las teorías, fundamentales, es la del debido proceso, parte esencial del derecho 

constitucional y del derecho procesal contemporáneo, sostiene, que toda persona tiene derecho 

a ser juzgada mediates normas y procedimientos previamente establecidos, con total respeto a 

las  garantías  mínimas  de  legalidad,  la  contradicción,  una  igualdad  procesal,  la  debida 

motivación y el total derecho a la defensa.

En este campo, ciertos grupos de autores como Eduardo Couture, Héctor Fix-Zamudio 

y Michele Taruffo, manifiestan que el debido proceso es una representación de una garantía 

sustancial y no, debería ser considerado como un mero formalismo, como orientar y asegurar 

decisiones judiciales justas y de respeto hacia los derechos humanos. De una manera histórica, 

el  debido  proceso  tiene  su  génesis,  en  la  Carta  Magna  inglesa  del  año  1215,  el  cual 

posteriormente  evolucionó,  con  las  premisas  del  constitucionalismo  liberal  y  de  los 

instrumentos  internacionales  de  derechos  humanos,  en  la  actualidad,  son  un  mecanismo 

garante, que es reconocido, mayoritariamente, dentro de los sistemas democráticos modernos 

de varios países.

La garantía del derecho al debido proceso, así como la tutela judicial efectiva, van 

estrechamente relacionadas, en el sistema constitucional europeo y de países latinoamericanos, 

esta teoría, expresa como fundamento, que toda persona tiene derecho a acceder a los órganos 

jurisdiccionales independientes, y buscar, de una forma legal y motivada, una resolución o 

sentencia, sobre sus pretensiones expuestas en la demanda, pero en consideración al estado 

ecuatoriano,  es  menester  expresar,  que  nuestra  Constitución,  expresa  el  derecho  de  la 

naturaleza, por consiguiente, esta puede ser parte dentro de procesos judiciales, inherente a 
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respetar sus derechos establecidos y reconocidos. En la Constitución del Ecuador, (Ecuador, 

2008), se encuentra en el artículo 75, derecho al acceso gratuito a la justicia.

Estas teorías, y su aplicación al problema de investigación, es fundamental, en razón 

que la terminación o culminación de procesos judiciales, mediante la aplicación de excepciones 

previas, pueden, así como en la práctica de este desarrollo de investigación se comprueba 

impide, que personas que acuden al sistema de justicia para obtener una resolución, sobre el 

reclamo de sus derechos, este se vea afectado así como restringido en el acceso a la tutela 

judicial efectiva así como generar una total indefensión.

Es así que la presente investigación, se adopta criterio(s) doctrinario(s), en el cual, todas 

las normas procesales, de inferior jerarquía, que la Constitución, deben y deberían interpretarse 

considerando, como principio la proporcionalidad y la razón constitucional, de esta manera se 

evita, la aplicación formal procesal, sobre las garantías de los derechos fundamentales y su 

protección efectiva inmerso en la norma suprema.

2.3 La Teoría de la supremacía constitucional y control de constitucionalidad

El exponente de esta teoría de la supremacía constitucional, quién su máximo exponente 

a (Kelsen, 2009), desarrolla la teoría de la supremacía constitucional mediante la estructura 

jerárquica  del ordenamiento jurídico, fue quién desarrolló, la conocida teoría de la pirámide 

normativa,  estableciendo  que  la  Constitución,  es  y  constituye  la  norma  suprema  del 

ordenamiento jurídico, expresando en esta teoría, que todas las normas inferiores, deben y 

debería adecuarse, de una manera material y formal a la Constitución, y que cuando exista, o se 

presente alguna contradicción, entre normas, de distintos niveles jerárquicos, debe y deberá 

prevalecer la disposición Constitucional.

Este proceso de evolución histórica permitió y permite, que los sistemas de control 

constitucional modernos, mediante el cual los jueces, dentro de sus atribuciones tienen la 
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obligación, de la garantía de la supremacía de la Constitución, ante leyes o actuaciones, que se 

manifiestan incompatibles con los derechos fundamentales establecidos. 

Con la nueva Constitución del 2008, en Ecuador, esta teoría adquiere, una relevancia e 

importancia, al convertirse en un Estado constitucional de derechos y garantías, entre sus 

artículos,  el  424  y  425,  es  donde  se  establece  la  supremacía  constitucional  y  la  debida 

aplicación de los derechos fundamentales. Es por esta razón que la Corte Constitucional del 

Ecuador, señala reiteradamente, que todos los jueces, deben y son garantes de los derechos 

constitucionales, por lo cual deben interpretar las normas procesales, conforme y enmarcados a 

la Constitución, así  como a los instrumentos internacionales concernientes a los derechos 

humanos.

La aplicación a esta teoría permite con el presente ensayo e investigación, analizar que 

determinadas disposiciones del COGEP, como las excepciones previas, entran en conflicto con 

los derechos constitucionales, entre ellos al debido proceso, el derecho a la defensa y una tutela 

judicial efectiva. Donde como postura crítica, este ensayo sostiene y demuestra, que algunos 

funcionarios  públicos,  como  los  operadores  de  justicia,  dan  privilegio  y  siguen  con  la 

utilización  de  interpretaciones  legales  y  formal  del  proceso,  determinando  y  expresando 

sentencias, sin el debido análisis, de suficiencia en materia constitucional, sin observar las 

consecuencias y afectaciones, que se derivan de sus decisiones procesales, con afectación a los 

derechos fundamentales de las partes.

2.4 La teoría de la protección reforzada hacia grupos de atención prioritaria

Como una  necesidad  imperiosa,  de  garantizar  los  derechos  constitucionales  y  los 

derechos humanos, surge esta teoría, en protección hacia las personas vulnerables. Para lo cual 

ciertos autores como Robert Alexy y Luigi Ferrajoli, expresan que, el principio de igualdad no 

debería tener un tratamiento, al mismo nivel de la Ley, al contrario que se debe adoptar medidas 
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especiales con la finalidad de proteger a quienes se enfrentan o litigan, en condiciones de 

desventaja social, factores económicos o físicas.

A partir del desarrollo y aplicación de los instrumentos internacionales de los derechos 

humanos, de la jurisprudencia expresada por los tribunales constitucionales, y de las cortes 

internacionales, fue evolucionando, solidificándose como uno de los principios fundamentales 

del  constitucionalismo  contemporáneo.  La  Constitución  de  la  República  del  Ecuador 

(Asamblea Nacional  del  Ecuador,  2008),  en su artículo 35 atención a  grupos vulnerable, 

manda,  las  personas  adultas  mayores,  niñas,  niños  y  adolescentes,  mujeres  embarazadas, 

personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 

catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria en los ámbitos públicos y 

privado. Lo cual expresa la obligación por parte del Estado, sus juzgadores a brindar la debida 

protección de una manera especializada y preferente.

Con esta teoría y su aplicación, al presente ensayo, en su problema investigado, es de 

total relevancia, en razón que las decisiones de los juzgadores, relacionados a las excepciones 

previas, pueden y afectan, de una forma grave, a personas inmersos en el grupo vulnerable 

expresado en la Constitución, en especial énfasis, cuando sus decisiones de una manera tajante, 

limita su acceso al debido proceso y un acceso a la tutela judicial efectiva. Por consiguiente, el 

presente ensayo, expresa que la interpretación y la aplicación de ciertas normas procesales, 

deben enmarcarse al principio de una protección reforzada, lo que permitirá a los juzgadores, 

expresar  decisiones,  inherente  y compatibles  a  la  tutela  judicial  efectiva,  enmarcado a  la 

supremacía  constitucional,  cuando  dentro  de  procesos  judiciales,  participen  personas  de 

atención prioritaria.

De acuerdo con los datos e información analizados en la presente investigación, se 

evidencia  que  la  aplicación  de  la  excepción  previa  de  prescripción  produce  efectos 
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significativos dentro de los procesos judiciales, especialmente cuando es aplicada sin una 

adecuada valoración de los derechos constitucionales reconocidos en la Constitución de la 

República. En el caso objeto de análisis, la resolución emitida por el juzgador durante la 

audiencia preliminar provocó la terminación anticipada del proceso de revocatoria de donación, 

impidiendo que el fondo de la controversia fuera examinado y resuelto de manera integral por la 

autoridad judicial competente.

Los hallazgos obtenidos coinciden parcialmente con lo señalado por (Borrero Macías,

Bravo  Dueñas,  Pavón  Pérez,  &  Zambrano  Franco,  2024),  quienes  sostienen  que  las 

excepciones previas constituyen mecanismos procesales orientados al saneamiento del proceso 

judicial.  No  obstante,  los  resultados  de  esta  investigación  permiten  identificar  un  matiz 

relevante, puesto que la aplicación excesivamente formalista de dichas excepciones puede 

generar restricciones al acceso efectivo a la justicia, particularmente cuando en el proceso 

intervienen  personas  pertenecientes  a  grupos  de  atención  prioritaria  reconocidos 

constitucionalmente.

Asimismo, dentro del análisis desarrollado se observa que la terminación anticipada del 

proceso no solo estuvo vinculada a la actuación de las partes procesales, sino también a la  

demora estructural del sistema judicial. En efecto, desde la presentación de la demanda el 6 de 

julio  de  2020  hasta  la  resolución  emitida  en  casación  en  julio  de  2025,  transcurrieron 

aproximadamente cinco años, situación que evidencia importantes deficiencias institucionales 

para garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva dentro de un plazo razonable.

Este hallazgo guarda relación con la teoría garantista propuesta por Luigi Ferrajoli, 

quien sostiene que los operadores de justicia no deben limitarse a una aplicación mecánica de 

las normas procesales, sino que están obligados a garantizar una protección efectiva de los 

derechos fundamentales reconocidos constitucionalmente. En consecuencia, la prescripción no 
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debe  ser  interpretada  de  manera  estrictamente  formal,  sino  conforme  a  los  principios 

constitucionales y a las garantías del debido proceso, asegurando que su aplicación no se 

convierta en un obstáculo para el acceso material a la justicia.

2.5 Análisis jurídico del caso objeto de estudio y de la decisión de casación

El expediente permite diferenciar dos cuestiones que en la tramitación de primera y 

segunda instancia quedaron estrechamente vinculadas: primero, la procedencia procesal de la 

excepción previa de prescripción prevista en el artículo 153 numeral 6 del COGEP; y, segundo, 

la existencia efectiva de la prescripción desde el punto de vista del derecho sustantivo. Esta 

distinción es esencial porque una excepción previa no constituye, por sí misma, la fuente 

material de la prescripción. La excepción es el instrumento procesal mediante el cual se hace 

valer una situación jurídica sustantiva que debe encontrarse jurídicamente configurada.

En primera instancia, la excepción fue planteada con apoyo en el artículo 1446 del 

Código Civil. La jueza identificó como hecho generador el 6 de julio de 2016 y consideró que la 

acción había sido presentada el 6 de julio de 2020; no obstante, entendió que la citación, y no 

únicamente la presentación de la demanda, debía producir el efecto interruptivo previsto por la 

normativa procesal. Con base en esa interpretación, concluyó que había transcurrido el plazo y 

aceptó la excepción previa de prescripción. El auto resolutivo de 6 de julio de 2021, por tanto, 

no terminó el proceso por falta de competencia, defecto formal de la demanda u otra excepción, 

sino específicamente por la prescripción que los demandados formularon al amparo del artículo 

153 numeral 6 del COGEP.

La cuestión decisiva fue revisada en casación. La Corte Nacional de Justicia examinó 

conjuntamente los artículos 1446, 2392, 2414 y 2415 del  Código Civil.  Su razonamiento 

distinguió entre la regla especial del artículo 1446 —según la cual la acción revocatoria termina 

en cuatro años contados desde el conocimiento del hecho ofensivo— y la prescripción extintiva 
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propiamente dicha. La Corte concluyó que el artículo 1446 no regula la prescripción extintiva y 

que el tribunal de apelación había subsumido erróneamente esa disposición dentro de dicha 

institución. Además, determinó que, tratándose de una acción ordinaria, el artículo 2415 del 

Código Civil establece como regla general un plazo de diez años. En consecuencia, el actor 

ejercitó su derecho dentro de los cuatro años previstos en el artículo 1446 y no se encontraba 

prescrita la pretensión en los términos utilizados por las instancias inferiores.

Esta precisión modifica sustancialmente el enfoque jurídico del caso. El problema no 

consiste en sostener que el artículo 153 numeral 6 del COGEP sea, en abstracto, contrario a la 

Constitución. La prescripción es una institución legítima que contribuye a la seguridad jurídica 

y a  la  estabilidad de las  relaciones  jurídicas.  El  problema aparece cuando el  mecanismo 

procesal de la excepción se aplica sobre una premisa sustantiva equivocada y produce la 

terminación anticipada de un proceso que, conforme al criterio posterior de la Corte Nacional, 

no se encontraba prescrito. Por ello, la investigación sostiene que la constitucionalidad de la 

aplicación de una excepción previa debe analizarse conjuntamente con la corrección jurídica de 

la norma sustantiva que fundamenta su procedencia.

La Corte Nacional,  al casar la sentencia,  no resolvió el  fondo de la pretensión de 

revocatoria de donación, porque no se había celebrado la audiencia de juicio. Su decisión fue 

devolver la causa para que prosiguiera el trámite correspondiente, teniendo por negada la 

excepción previa de prescripción. Este aspecto es especialmente relevante para la tesis: la 

casación no equivale a una declaración de que la pretensión de revocatoria necesariamente deba 

ser acogida, sino a la determinación de que el proceso no podía terminar anticipadamente por la 

prescripción en los términos aplicados por las instancias anteriores.

Desde la  perspectiva constitucional,  la  decisión puede ser  examinada a  la  luz  del 

artículo 75 de la Constitución, que reconoce la tutela judicial efectiva, y del artículo 76 numeral 
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7 literal a), que garantiza que nadie sea privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o 

grado del procedimiento. La tutela judicial efectiva no se agota en permitir la presentación 

formal de una demanda; comprende la posibilidad real de obtener una respuesta jurisdiccional 

fundada y de transitar por las etapas procesales cuando los presupuestos jurídicos para su 

terminación anticipada no se encuentran correctamente configurados.

La Sentencia No. 724-17-EP/23 de la Corte Constitucional constituye un parámetro útil 

para esta reflexión, pues reconoce que un archivo basado en un obstáculo procesal que no sea 

materialmente insubsanable puede convertirse en una traba irrazonable de acceso a la justicia. 

La Sentencia No. 2886-19-EP/24 desarrolla igualmente la prohibición del formalismo extremo 

cuando este impide injustificadamente el acceso a la justicia. Estas decisiones no significan que 

toda terminación procesal por una excepción previa sea inconstitucional; exigen, más bien, que 

la barrera procesal esté jurídicamente justificada y que su aplicación no resulte irrazonable 

frente a las circunstancias del caso.

Aplicado ese estándar al caso estudiado, la principal deficiencia identificada no radica 

únicamente en la utilización del artículo 153 numeral 6 del COGEP, sino en la subsunción de la 

situación  fáctica  dentro  de  una  institución  jurídica  que,  según  la  Corte  Nacional,  fue 

incorrectamente  caracterizada.  Si  el  presupuesto  sustantivo  de  la  prescripción  no  estaba 

configurado, la consecuencia procesal de declarar sin lugar la demanda y archivar la causa 

produjo  una  restricción  intensa  del  acceso  al  examen  de  fondo.  La  casación  corrigió 

precisamente ese presupuesto y ordenó la continuación del proceso.

La condición de persona adulta mayor alegada y acreditada en el expediente introduce 

además una dimensión de protección reforzada. El artículo 35 de la Constitución reconoce 

atención  prioritaria  a  las  personas  adultas  mayores  y  a  quienes  padecen  enfermedades 

catastróficas. Esta circunstancia no elimina las reglas de prescripción ni permite desconocer la 
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seguridad jurídica; sí exige que, al interpretar y aplicar una norma procesal que puede cerrar 

definitivamente una vía judicial,  el órgano jurisdiccional examine con especial cuidado la 

corrección del presupuesto jurídico y las consecuencias de la decisión sobre los derechos de la 

persona involucrada.

En consecuencia, el principio de supremacía constitucional no autoriza al juzgador a 

ignorar las normas procesales, sino a interpretarlas de manera compatible con la Constitución. 

El  principio  iura  novit  curia  adquiere  relevancia  porque  el  órgano  jurisdiccional  debe 

identificar correctamente el derecho aplicable a los hechos acreditados. En este caso, la Corte 

Nacional ejerció esa función al diferenciar el plazo especial del artículo 1446 de la prescripción 

extintiva regulada por las normas generales del Código Civil y concluir que la acción ordinaria 

no estaba prescrita.

La  documentación  de  devolución  del  proceso  permite  incorporar  como actuación 

documental el auto de 1 de septiembre de 2026, a las 12h33, dictado por la Unidad Judicial de 

Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia Norte con sede en Guayaquil. En dicha providencia se 

deja constancia de que la jueza Victoria del Carmen Totoy Cevallos asumió el encargo del 

despacho desde el 3 de agosto de 2026 y se dispone atender escritos de la parte actora, cumplir 

actuaciones de la actuaria y aclarar y fundamentar una petición formulada en el escrito de 18 de 

junio de 2026. Esta actuación demuestra que, luego de la devolución del expediente tras la 

casación, el proceso continuó teniendo actividad procesal en primera instancia.

2.5.1 Presupuesto sustantivo y cómputo de la prescripción

El presupuesto sustantivo debe reconstruirse con precisión. El artículo 1446 del Código 

Civil establece que la acción revocatoria termina en cuatro años contados desde que el donante 

tuvo conocimiento del hecho ofensivo. En el expediente, el hecho fue ubicado el 6 de julio de 

2016 y  la  demanda  fue  sorteada  el  6  de  julio  de  2020.  La  primera  y  segunda instancia 
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relacionaron esa  regla  con la  prescripción extintiva  y con los  efectos  de  la  citación.  Sin 

embargo, la Corte Nacional determinó que el artículo 1446 no configura una prescripción 

extintiva y que, para la acción ordinaria, la regla general del artículo 2415 es de diez años. Por 

tanto, el cómputo que sustentó el archivo fue jurídicamente incorrecto según la decisión de 

casación.

2.5.2 Juicio de proporcionalidad y razonabilidad constitucional

En consecuencia, el juicio de proporcionalidad y razonabilidad aplicado a la causa No. 

09201-2020-01290 permite sostener que la excepción previa de prescripción prevista en el 

artículo 153 numeral 6 del COGEP es constitucionalmente legítima en abstracto, pero que su 

aplicación concreta resultó jurídicamente defectuosa al sustentarse en una interpretación del 

artículo 1446 del Código Civil que posteriormente fue corregida por la Corte Nacional de 

Justicia. La casación de 11 de julio de 2025 restableció el equilibrio procesal al dejar sin efecto 

la  terminación anticipada y disponer la  continuación de la  causa,  teniendo por negada la 

excepción de prescripción. El caso evidencia, así, que la seguridad jurídica y la tutela judicial  

efectiva no son principios necesariamente contradictorios: pueden armonizarse mediante una 

aplicación técnicamente correcta de las normas sustantivas y procesales, acompañada de un 

examen de razonabilidad y proporcionalidad cuando la decisión pueda restringir intensamente 

el acceso a la justicia, el derecho a la defensa o los derechos de personas pertenecientes a grupos 

de atención prioritaria.

La razonabilidad constitucional exige, además, evitar el formalismo excesivo. La Corte 

Constitucional ha señalado, entre otros pronunciamientos, que una barrera procesal puede 

resultar irrazonable cuando impide el acceso a la justicia sin una justificación suficiente o 

cuando se convierte en un obstáculo desproporcionado. La Sentencia No. 724-17-EP/23 y la 

Sentencia No. 2886-19-EP/24 constituyen parámetros relevantes para esta reflexión. Aplicados 
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al  caso,  estos  estándares  no permiten afirmar que toda excepción previa  sea  una barrera 

inconstitucional; exigen verificar si la barrera responde a una razón jurídica válida, si fue 

correctamente  aplicada  y  si  sus  efectos  guardan  relación  equilibrada  con  la  finalidad 

perseguida.

Desde  el  derecho  a  la  tutela  judicial  efectiva  previsto  en  el  artículo  75  de  la 

Constitución,  la  cuestión adquiere una dimensión adicional.  El  acceso a  la  justicia no se 

satisface únicamente con permitir la presentación de una demanda, sino que exige que las 

barreras procesales utilizadas para impedir la continuación del proceso estén sustentadas en una 

razón jurídica válida y sean aplicadas de manera razonable. De igual manera, el artículo 76 

numeral  7  literal  a)  protege  el  derecho  a  la  defensa  en  todas  las  etapas  y  grados  del 

procedimiento. En este caso, la aplicación de la excepción previa produjo una terminación 

anticipada que, posteriormente, fue dejada sin efecto por la Corte Nacional debido al error en la 

caracterización del plazo aplicable. Esto demuestra que la garantía de defensa no exige que todo 

proceso llegue necesariamente a sentencia de fondo, pero sí que su terminación anticipada 

responda a un presupuesto legal correctamente establecido.

El examen de proporcionalidad en sentido estricto exige ponderar la intensidad de la 

afectación producida por la medida frente a la importancia de la finalidad perseguida. La 

aceptación de una excepción previa de prescripción tiene una consecuencia especialmente 

intensa: impide que el proceso avance hacia el conocimiento del fondo de la controversia. Por 

ello, la exigencia de motivación y de corrección jurídica debe ser particularmente rigurosa. En 

el caso estudiado, la afectación del acceso a la justicia y de la posibilidad de obtener una 

respuesta jurisdiccional sobre la pretensión fue elevada, mientras que el beneficio para la  

seguridad jurídica no podía materializarse legítimamente porque la prescripción invocada no 

estaba  jurídicamente  configurada  en  la  forma  sostenida  por  las  instancias  inferiores.  El 
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desequilibrio se hace más relevante al considerar que el expediente corresponde a una persona 

adulta mayor, circunstancia que activa la protección reforzada prevista en el artículo 35 de la 

Constitución, sin que ello implique eliminar las reglas procesales ni conceder automáticamente 

la razón en el litigio.

Respecto de la necesidad, debe preguntarse si existía una razón jurídica suficiente para 

producir  el  cierre  anticipado  del  proceso  o  si,  por  el  contrario,  podía  continuarse  la 

sustanciación de la causa sin sacrificar la seguridad jurídica.  Cuando la prescripción está 

correctamente configurada, su aceptación puede ser necesaria para impedir un litigio que ya no 

puede prosperar por el transcurso del tiempo. Pero cuando el plazo utilizado para declarar la 

prescripción no corresponde a la institución jurídica aplicable, la terminación anticipada deja de 

ser necesaria. En este expediente, la casación evidenció que la acción no podía considerarse 

prescrita  en  los  términos  utilizados  por  las  instancias  inferiores.  Por  ello,  la  alternativa 

jurídicamente menos restrictiva era continuar el procedimiento y permitir que la controversia 

siguiera las etapas procesales correspondientes, sin que ello significara anticipar una decisión 

favorable sobre el fondo de la revocatoria de donación.

En cuanto a la idoneidad, la terminación anticipada del proceso mediante una excepción 

de prescripción sería apta para alcanzar la finalidad de seguridad jurídica únicamente cuando 

exista una prescripción efectivamente configurada. En la causa No. 09201-2020-01290, la 

primera y segunda instancia consideraron que el artículo 1446 del Código Civil establecía un 

plazo de cuatro años que debía ser tratado como prescripción extintiva y relacionaron dicho 

plazo con los efectos de la citación. No obstante, la Corte Nacional de Justicia, en su sentencia 

de 11 de julio de 2025, concluyó que el artículo 1446 regula que la acción revocatoria termina 

en  cuatro  años  desde  el  conocimiento  del  hecho  ofensivo,  pero  que  esa  disposición  no 

configura, en los términos examinados por las instancias inferiores, una prescripción extintiva. 
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La Corte distinguió esa regla del régimen de prescripción de los artículos 2392, 2414 y 2415 del 

Código Civil  y determinó que,  para la  acción ordinaria,  correspondía considerar el  plazo 

general de diez años. En consecuencia, la medida de archivo no resultó idónea en el caso 

concreto, porque se apoyó en un presupuesto jurídico que la propia Corte Nacional determinó 

como incorrectamente caracterizado.

El primer elemento del juicio consiste, por tanto, en identificar la finalidad legítima de 

la  medida.  La  prescripción  cumple  una  función  constitucionalmente  admisible  porque 

contribuye a la seguridad jurídica reconocida en el artículo 82 de la Constitución. Asimismo, 

las excepciones previas permiten ordenar el proceso y evitar la continuación de litigios que 

carezcan de un presupuesto jurídico indispensable. Desde esta perspectiva, la aceptación de una 

excepción previa de prescripción puede constituir,  en abstracto, una medida legítima. Sin 

embargo, la legitimidad de la finalidad no determina por sí sola la constitucionalidad de su 

aplicación concreta; es indispensable verificar si el presupuesto material de la prescripción 

realmente existía en el caso sometido a conocimiento judicial.

El juicio de proporcionalidad y razonabilidad constitucional permite determinar si la 

aplicación  concreta  de  una  regla  procesal,  aun  cuando  persiga  una  finalidad 

constitucionalmente legítima, genera una restricción justificada o, por el contrario, excesiva de 

los  derechos  fundamentales.  En  el  presente  caso,  el  análisis  no  parte  de  considerar 

inconstitucional  el  artículo  153  numeral  6  del  COGEP.  Dicha  disposición  reconoce  la 

prescripción como excepción previa y responde a una finalidad legítima vinculada con la 

seguridad jurídica, la estabilidad de las relaciones jurídicas y la necesidad de evitar que las 

controversias puedan mantenerse indefinidamente abiertas. El problema constitucional surge 

en el momento en que esa herramienta procesal se utiliza para terminar anticipadamente un 

proceso sobre la base de una interpretación sustantiva que posteriormente fue corregida por la 
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Corte Nacional de Justicia.

3. METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN

La  investigación  adopta  un  enfoque  cualitativo  y  un  diseño  jurídico-dogmático, 

hermenéutico y documental. No se utiliza la categoría “no experimental” como justificación 

metodológica por ausencia de encuestas, porque el objeto de estudio no requiere técnicas 

cuantitativas  ni  trabajo  de  campo.  La  investigación  se  concentra  en  interpretar  normas, 

jurisprudencia, doctrina y actuaciones procesales para determinar la relación entre la excepción 

previa de prescripción y los derechos constitucionales a la defensa y a la tutela judicial efectiva.

El caso No. 09201-2020-01290 fue seleccionado mediante un criterio de pertinencia 

jurídica: (a) se trata de un proceso ordinario de revocatoria de donación; (b) la controversia 

procesal se resolvió mediante la excepción previa de prescripción del artículo 153 numeral 6 

del COGEP; (c) la decisión de primera y segunda instancia fue posteriormente casada por la 

Corte Nacional de Justicia; y (d) el expediente permite reconstruir el cómputo temporal y 

confrontarlo con las normas sustantivas aplicables. El procedimiento de análisis comprendió 

cuatro fases: identificación y ordenamiento cronológico de las actuaciones; identificación de 

las normas procesales y sustantivas utilizadas por las instancias; contraste de esas normas con el 

razonamiento de la sentencia de casación; y valoración constitucional mediante los principios 

de  tutela  judicial  efectiva,  defensa,  supremacía  constitucional,  razonabilidad  y 

proporcionalidad. La técnica empleada fue el análisis documental mediante fichas normativas, 

jurisprudenciales, doctrinales y de expediente.

El presente trabajo de investigación se ha realizado utilizando el tipo de investigación 

de enfoque cualitativo y de carácter jurídico-dogmático, hermenéutico y documental, debido a 

que no se aplica, como base o referente algún tipo de encuesta al respecto, por tanto, en su 
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desarrollo ha sido empleado un enfoque cualitativo, utilizando como fuentes las normativas, la 

jurisprudencia y la doctrina existente, así como bibliografías referentes al tema del presente 

ensayo. 

4. CONCLUSIONES

El análisis del expediente demuestra que el artículo 153 numeral 6 del COGEP reconoce 

legítimamente la prescripción como excepción previa, pero su aplicación exige que el juzgador 

verifique  previamente  la  existencia  del  presupuesto  sustantivo  que  hace  procedente  esa 

excepción. En la causa No. 09201-2020-01290, la primera y segunda instancia utilizaron el 

artículo 1446 del Código Civil como fundamento de una prescripción de cuatro años; sin 

embargo, la Corte Nacional de Justicia, en sentencia de 11 de julio de 2025, determinó que 

dicha norma no regula la prescripción extintiva y que, para la acción ordinaria, correspondía 

aplicar el plazo general de diez años del artículo 2415 del Código Civil.

La decisión de casación permitió corregir el error jurídico y dispuso la continuación del 

proceso, teniendo por negada la excepción previa de prescripción.  Esto demuestra que la 

garantía constitucional de tutela judicial efectiva no implica eliminar las excepciones previas, 

sino impedir que una excepción que produce el cierre anticipado del proceso sea aplicada sobre 

una premisa normativa o fáctica incorrecta. El derecho a la defensa también se protege cuando 

se garantiza que las partes puedan transitar las etapas procesales que legalmente correspondan y 

obtener  una  decisión  sobre  el  fondo  cuando  no  existe  un  obstáculo  jurídico  válido  para 

impedirlo.

El  juicio  de  proporcionalidad desarrollado permite  concluir  que la  finalidad de la 

prescripción la seguridad jurídica es constitucionalmente legítima; sin embargo, su aplicación 

no es idónea ni necesaria para terminar el proceso cuando el plazo prescriptivo invocado no es 
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el jurídicamente aplicable. En esas circunstancias, la medida produce una restricción excesiva 

del acceso a la justicia, especialmente cuando afecta a una persona adulta mayor que merece 

protección reforzada conforme al artículo 35 de la Constitución.

La  reconstrucción  cronológica  también  evidencia  que  el  tiempo  de  tramitación 

constituye una variable relevante para el análisis constitucional. La causa se inició el 6 de julio 

de 2020 y la sentencia de casación fue emitida el 11 de julio de 2025. Posteriormente, el 

expediente retornó a las instancias inferiores y continuó registrando actuaciones durante 2025 y 

2026. Esta duración no puede atribuirse automáticamente a una sola autoridad; por ello, el 

trabajo identifica el transcurso temporal como un elemento de contexto para valorar la tutela 

judicial efectiva y no como una imputación individual de responsabilidad.

Finalmente, se recomienda que la aplicación judicial del artículo 153 numeral 6 del 

COGEP se acompañe de una metodología de verificación del presupuesto sustantivo de la 

prescripción, que incluya la identificación de la norma material aplicable, el hecho inicial del 

cómputo, la naturaleza del plazo —prescripción, caducidad o terminación de una acción—, los 

efectos de la citación y las consecuencias procesales. En casos que involucren personas adultas 

mayores u otros grupos de atención prioritaria, esta verificación debe complementarse con un 

examen de razonabilidad y proporcionalidad. Esta propuesta permite armonizar seguridad 

jurídica y tutela judicial efectiva sin desconocer la función legítima de las excepciones previas.
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Anexo 7. Sentencia de casación de 11 de julio de 2025.

Anexo 8. Devolución del expediente al primer nivel y actuaciones posteriores de 2025–

2026.

Anexo 9. Cronología consolidada de la causa No. 09201-2020-01290

Fecha Actuación Fuente documental
06/07/2020 Acta de sorteo e inicio del proceso 

ordinario de revocatoria de 
donación.

PDF Primera Instancia, p. 33.

15/07/2020 Auto que ordena completar/aclarar 
la demanda.

PDF Primera Instancia, p. 32.

28/07/2020 Auto interlocutorio que dispone 
archivo por no completar la 
demanda.

PDF Primera Instancia, pp. 31–32.

25/09/2020 Se admite el recurso de apelación 
con efecto suspensivo.

PDF Apelación, p. 29.

05/10/2020 Se ordena remitir el proceso al 
superior.

PDF Apelación, p. 28.

11/01/2021 La Sala Provincial dispone el 
trámite correspondiente; 
posteriormente el expediente 
retorna a la unidad de origen.

PDF Apelación, p. 27.

09/03/2021 La nueva juzgadora califica y 
admite la demanda a trámite por 
procedimiento ordinario.

PDF Apelación, pp. 25–26.

23/06/2021 Se instala la audiencia preliminar 
con comparecencia de las partes.

PDF Apelación, p. 18.

06/07/2021 Auto resolutivo: se acepta la 
excepción previa de prescripción y 
se declara sin lugar la demanda, 
ordenando el archivo.

PDF Apelación, pp. 10–11 y 17.
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04/08/2021 Se admite el recurso de apelación 
contra el auto resolutivo.

PDF Apelación, p. 6.

13/08/2021 Se remite el expediente a la Corte 
Provincial de Justicia del Guayas.

PDF Apelación, p. 5.

28/06/2022 La Sala Provincial dicta sentencia 
confirmando la decisión 
impugnada; esta es la sentencia 
posteriormente casada.

PDF Casación, p. 15.

06/01/2023 Se admite a trámite el recurso de 
casación.

PDF Casación, p. 31.

17/03/2023 Acta de sorteo del recurso de 
casación.

PDF Casación, p. 30.

23/07/2024 Convocatoria a audiencia de 
recurso de casación.

PDF Casación, p. 29.

02/08/2024 Convocatoria/señalamiento de 
audiencia de casación; 
posteriormente se producen 
cambios de fecha.

PDF Casación, p. 26.

03/10/2024 Fecha señalada para audiencia tras 
modificación del señalamiento.

PDF Casación, p. 23.

10/02/2025 Suspensión y nuevo señalamiento 
de audiencia para el 27/03/2025.

PDF Casación, pp. 21–22.

27/03/2025 Audiencia de fundamentación del 
recurso de casación; se concede el 
uso de la palabra a las partes y se 
dispone nueva reinstalación.

PDF Casación, p. 20.

29/05/2025 Nueva convocatoria para 
reinstalación de audiencia.

PDF Casación, pp. 19–20.

19/06/2025 Nueva suspensión y señalamiento 
para el 25/06/2025.

PDF Casación, pp. 17–18.

25/06/2025 Acta resumen de la audiencia de 
casación.

PDF Casación, p. 16.

11/07/2025 Sentencia de casación: se acepta el 
recurso, se casa la sentencia 
provincial y se dispone que la 
causa continúe, teniendo por 
negada la excepción previa de 
prescripción.

PDF Casación, p. 15.

06/10/2025 Constancia de 
devolución/recepción del proceso 
en la documentación de la Corte 
Nacional.

PDF Casación, p. 1–2.

03/02/2026 Razón de recepción y 
organización del expediente en la 
Unidad Judicial Norte de Familia.

PDF Devolución al primer nivel, 
p. 3.

04/02/2026 Auto de sustanciación que pone en 
conocimiento la recepción de la 
causa y su continuidad en el 
primer nivel.

PDF Devolución al primer nivel, 
p. 2.

18/06/2026 Presentación de escrito en el 
primer nivel.

PDF Devolución al primer nivel, 
p. 2.

10/07/2026 Razón de incorporación de escrito 
al cuaderno procesal.

PDF Devolución al primer nivel, 
p. 2.

01/09/2026 Auto de sustanciación / 

continuación de actuaciones en 

La jueza encargada Victoria del 

Carmen Totoy Cevallos dispone 
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primera instancia agregar escritos de la parte actora, 

cumplir actuaciones de la actuaria 

y aclarar y fundamentar una 

petición. Consta en la notificación 

de 1 de septiembre de 2026.



 

 

 

ANEXO 1 
Inicio del proceso y primera inadmisión/archivo de la 

demanda  
 

 









 

 

 

ANEXO 2 
Recurso de apelación y decisión que permitió la 

continuación del proceso. 

Juicio No. 09201-2020-01290 

Los anexos adjuntos contienen las actuaciones de 
interposición, remisión, y constancia de la resolución 

provincial que habilitó la continuación.  
 

 









 

 

 

ANEXO 3 
Admisión de la demanda, citaciones y audiencia 

preliminar 

Juicio No. 09201-2020-01290 
 

 











 

 

 

ANEXO 4 
Auto resolutivo de 6 de julio de 2021 que aceptó la 

excepción previa de prescripción. 
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ANEXO 5 
Sentencia de segunda instancia de 28 de junio de 2022 

Constancia de la causa casación que se identifican y se 
analiza 

 

 









 

 

 

ANEXO 6 
Admisibilidad y sustanciación del recurso de casación 

durante 2023-2025. 
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ANEXO 7 
Sentencia de casación de 11 de julio de 2025.  
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ANEXO 8 
Devolución del expediente al primer nivel y actuaciones 

posteriores de 2025-2026  
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Juicio No. 09201-2020-01290  
UNIDAD JUDICIAL DE FAMILIA, MUJER, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA NORTE 
CON SEDE EN EL CANTÓN GUAYAQUIL, PROVINCIA DEL GUAYAS. Guayaquil, 
martes 1 de septiembre del 2026, a las 12h33.

VISTOS.- Puesto hoy en mi despacho. AB. VICTORIA TOTOY CEVALLOS, en mi calidad 
de Juez Titular de la Unidad Judicial de Familia Mujer, Niñez y Adolescencia del Cantón 
Guayaquil, mediante acción de personal No. 07126- DP09-2026-AA, que rige desde el 3 de 
agosto del 2026, extendida por la Unidad Provincial de Talento Humano de la Dirección 
Provincial del Guayas del Consejo de la Judicatura,en virtud de la cual se me asigna el 
Encargo de este despacho, por haber cesado en funciones por motivos de jubilación la Ab. 
Torres Martínez Cruz Germania, quien se encontraba encargada de este despacho por el 
traslado administrativo de la jueza Titular ABG. RODRIGUEZ VIDAL OLGA LIDIA. Mgtr., 
a la Unidad Judicial Civil con sede en el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas. Agréguese a 
los autos los escritos sin anexos, presentados por la parte actora.- En lo principal, previo a 
proveer lo que en derecho corresponda, en escrito de fecha, 18 de junio del 2026, a las 
11h51, la actuaria del despacho deberá cumplir con lo solicitado en el escrito de 
fecha, 12 de febrero del 2026, a las 13h17, esto es 1.- La actuaria del despacho,  agregue 
todos los correos señalados por la parte accionante en el ordinal segundo del escrito de la 
referencia; 2.- Téngase en cuenta la autorización que la parte actora les concede a los 
profesionales del derecho mencionados en el ordinal tercero del escrito de la referencia; 3.- 
Téngase en cuenta lo manifestado por la parte accionante en el ordinal cuarto del escrito que 
se atiende; y, 4.- Qué la parte accionante ACLARE y fundamente su petición, en el ordinal 
quinto del escrito de la referencia.- CÚMPLASE Y  NOTIFÍQUESE

 
 
 

TOTOY CEVALLOS VICTORIA DEL CARMEN

JUEZA(PONENTE)
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